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Resumen: Este artículo presenta un nuevo instrumento para medir la amplitud de las 
delegaciones de autoridad para emitir decretos (dad) que realizan las asambleas en favor 
de los presidentes. Las dos variantes de este índice proporcionan una métrica objetiva y 
replicable para determinar el alcance de las dad, permitiendo la comparación de la am-
plitud de las mismas, tanto a lo largo del tiempo como entre países, y facilitando ulterio-
res estudios sobre el uso de los poderes legislativos del presidente. Finalmente, se apli-
can los índices para codificar las dad producidas en Argentina, Perú y Venezuela, entre 
1961 y 2011.
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Abstract: We present a new instrument to measure the scope of the delegation of decree 
power to the president (dad). The two variants of this index provide objective and repli-
cable metrics to measure dda scopes and allow cross-time and cross-sectional compari-
sons. These indexes will enable further studies on the presidents’ legislative powers. Fi-
nally, we use these indexes to code Argentine, Peruvian and Venezuelan dda between 
1961 and 2011.
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¿Cómo comparar delegaciones de autoridad para emitir decretos que realizan las asambleas en favor de los poderes ejecutivos? La creación 
de un índice que mida la extensión de estas delegaciones no sólo facilita el 
estudio de las delegaciones de autoridad para emitir decretos (dad), sino que 
también contribuye a una mejor comprensión del alcance y uso de los pode-
res legislativos de los presidentes. Este artículo presenta un instrumento para 
codificar las dad y muestra su aplicación en casos de las dad latinoamericanas.
La literatura distingue entre los poderes legislativos proactivos y reactivos 
del Ejecutivo (por ejemplo, Carey y Shugart, 1992; Shugart y Mainwaring, 
1997). Entre los poderes proactivos del presidente, el decreto es “la autori-
dad del poder Ejecutivo de dictar leyes en lugar de la acción del poder Legis-
lativo” (Carey y Shugart, 1998a, p. 9). De este modo, los decretos permiten al 
presidente establecer (o intentar establecer) un statu quo nuevo (Shugart y 
Haggard, 2001, p. 72). La justificación para esta potencial alteración del 
principio de separación de funciones ha sido tradicionalmente la necesidad 
de imprimir mayor dinamismo a la toma de decisiones en ciertas circuns-
tancias (Loewenstein, 1938, p. 567). Sin embargo, no pocos autores han 
objetado los potenciales efectos del uso de decretos para el funcionamiento 
de las instituciones democráticas (por ejemplo, Linz, 1990; Moe y Howell, 
1999; O’Donnell, 1994; Olson y Woll, 1999; Rudalevige, 2005; Schlesinger, 
2004 [1973]).1
Hay dos tipos principales de habilitaciones que facultan al poder Ejecu-
tivo para emitir decretos con fuerza de ley.2 En primer lugar, algunas cons-
tituciones autorizan al presidente para emitir decretos para legislar en 
determinadas áreas de la política, otorgando a dichos decretos fuerza de ley 
a menos que la asamblea legislativa los revoque (Shugart y Carey, 1992, 
p. 140).3 Estas delegaciones se conocen como la autorización constitucional 
al poder Ejecutivo para emitir decretos (autorización constitucional para 
decretos, en adelante acd). Un segundo tipo de habilitación es la delega-
ción legislativa de autoridad para emitir decretos (delegación de autoridad 
para emitir decretos, aquí llamada dad).4 En estos casos, el texto constitu-
1 Arthur Meier Schlesinger (2004 [1973], p. 388) llega a decir que “la idea de un presidente 
‘por encima de la política’ es simplemente hostil al espíritu de la democracia”.
2 El estudio de los decretos administrativos excede el objeto de este estudio.
3 Véanse los artículos 62 de la Constitución de Brasil de 1988 o 35 de la Constitución chilena 
de 1980.
4 En inglés, estos tipos de habilitaciones para emitir decretos se conocen como constitutional 
decree authority (cda) y delegated decree authority (dda), respectivamente.
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cional faculta a la asamblea para dictar una ley que otorga al poder Ejecuti-
vo la autoridad de legislar por decreto. Dentro del marco impuesto por la 
propia delegación legislativa, el presidente no se limita a regular la imple-
mentación de legislación ordinaria, sino que puede cambiar la legislación 
vigente (Carey y Shugart, 1998a, p. 13). En este artículo nos concentramos 
exclusivamente en el caso de las dad.
Aun cuando existe una creciente literatura que examina las causas y con-
secuencias de las acd (Kubicek, 1994; Mayer, 1999 y 2001; Negretto, 2004; 
Pereira et al., 2008, entre otros), la que estudia las determinantes, caracterís-
ticas y efectos de las dad es más limitada (por ejemplo, Conaghan y Malloy, 
1994; Garriga y Negri, 2012; Kim, 2010; Ferreira y Goretti, 1996; Schmidt, 
1998). Entendemos que esto se debe en gran medida a las dificultades para 
comparar las dad en distintos países y a lo largo del tiempo. Este artículo 
presenta un instrumento que facilita la comparación entre las dad.
Aunque el estudio de los decretos, y en particular de las dad, se enmarca 
en la literatura general de la delegación, hay características que justifican su 
estudio particularizado, así como la creación de instrumentos específicos de 
medición para las dad. El ejercicio de las facultades extraordinarias difiere 
sustantivamente de las delegaciones legislativas en beneficio de la burocra-
cia. Por ejemplo, las dad se caracterizan por ser en general temporalmente 
más acotadas que las delegaciones a la burocracia (por ejemplo, Huber et al., 
2001; Huber y Shipan, 2002), susceptibles de mecanismos de control legis-
lativo diferentes (McCubbins y Schwartz, 1984) y, en algunos casos, son 
más sensibles a factores coyunturales que el resto de las delegaciones legis-
lativas (Mustapic, 2002).
A pesar de estas particularidades, el instrumento para codificar las dad 
que se propone puede permitir el trabajo comparativo de la literatura sobre 
los alcances de la delegación legislativa en general,5 sobre el alcance efecti-
vo de los poderes legislativos del presidente en distintos países, más allá de 
sus poderes formales (Carey y Shugart, 1998b; Shugart y Carey, 1992, Mor-
genstern et al., en prensa), y sobre las relaciones entre el Legislativo y el 
Ejecutivo en general.6
5 En el caso particular de las dad, las posibilidades para el estudio comparativo no se limitan 
al estudio de los sistemas presidenciales. Véanse, por ejemplo, Figuereido et al. (1999), Kreppel 
(2009); y Shoji y Kim (2011).
6 Cabe señalar que la literatura más reciente concibe la selección de los instrumentos legisla-
tivos como un proceso interdependiente, en el que los presidentes estratégicamente seleccionan 
el instrumento a través del cual llevarán adelante sus políticas (Palanza, 2009; Pereira et al., 2005).
204 Política y gobierno volumen xxI  ·  nÚmero 1  ·  I semestre de 2014
Ana Carolina Garriga y Héctor duarte ortiz 
Importancia del estudio de las dad y dificultades para estudios 
comparativos
Pese a que no todas las constituciones presidencialistas habilitan a las asam-
bleas para delegar en el poder Ejecutivo autoridad parar emitir decretos, las 
dad no son fenómenos raros, especialmente en América Latina. Más aún, 
las dad han sido el instrumento elegido para llevar adelante medidas de 
gran trascendencia tales como privatizaciones, desregulación económica, 
reformas a la administración pública o a bancos centrales. En ausencia de 
los cambios constitucionales, la variación a lo largo del tiempo en las carac-
terísticas de las dad de cada país sugiere que la amplitud de las delegacio-
nes y, por lo tanto, de los poderes efectivos de los presidentes, no puede 
atribuirse solamente al marco institucional. Asimismo, la variación intra y 
entre países ofrece una potencial riqueza para el estudio comparativo de las 
relaciones entre los poderes Ejecutivo y Legislativo.
Hasta el presente, sin embargo, la mayoría de los estudios se han centra-
do en el análisis de casos de delegaciones en un solo país (Conaghan y Ma-
lloy, 1994; Garcia-Serra, 2001; Ferreira y Goretti, 1996) o en comparaciones 
cualitativas del contenido global de varias dad (Garriga y Negri, 2012).7 Es-
tos trabajos se han limitado a describir las materias delegadas o han intenta-
do clasificar las dad en categorías muy amplias, tales como ordenaciones de 
mayor a menor amplitud, pero sin criterios explícitos que permitan replicar 
la ordenación o hacer comparaciones entre países. Entendemos que esto se 
debe a las dificultades que se presentan para comparar las dad. Primero, es 
necesario determinar cuáles son los parámetros relevantes para medir la am-
plitud de las dad; segundo, hace falta una métrica que sintetice dichos pará-
metros de un modo significativo y que refleje las diferencias de amplitud de 
la manera más sensible; tercero, hay que establecer reglas de codificación 
aptas para ser utilizadas en distintas fuentes por distintos codificadores y 
que faciliten replicar de resultados. Esta es la contribución que pretende-
mos realizar con estos índices para medir la amplitud de las dad.8
7 Esta falta de estudios comparativos preocupa también a Huber y Shipan (2002, p. 2) en re-
lación con estudios sobre delegación legislativa en general y a Sebastián Saiegh (2011, p. 8) con 
respecto a las facultades reglamentarias del poder Ejecutivo.
8 Dilucidar por qué las legislaturas delegan esta autoridad a los presidentes o por qué los pre-
sidentes eventualmente solicitan estas delegaciones son cuestiones que exceden a este artículo. 
Sin embargo, dichas preguntas difícilmente pueden responderse de manera acabada sin una 
descripción sistemática de las características no sólo del marco constitucional sino del propio 
contenido de las dad.
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Índices para medir la amplitud de las dad
Los índices que presentamos en este trabajo se basan en cuatro supuestos. 
Primero, un mayor número de materias delegadas al Ejecutivo indica una 
delegación más amplia de facultades. Cabe destacar que la mayoría de los 
trabajos sobre delegación legislativa analizados no consideran (o “cuen-
tan”) el número de materias delegadas, sino que se concentran en delega-
ciones legislativas en una área específica de política.9 Dado que intentamos 
presentar un índice que pueda utilizarse para comparar delegaciones en 
distintas áreas, estimamos pertinente incorporar el número de materias a la 
métrica propuesta. Sin embargo, el mero número de materias delegadas es 
poco informativo si no es “normalizado” teniendo en cuenta a) el grado de 
detalle presente en la ley de delegación, b) el periodo por el cual se realiza 
la delegación, y c) eventuales limitaciones contenidas en la propia dad. Por 
ello, los índices se basan en tres supuestos adicionales. 
El segundo supuesto es que una mayor extensión de la ley que contiene la 
dad potencialmente indica mayores constreñimientos. Esto implica, por 
ejemplo, que la delegación contenida en el artículo 1 de la Ley peruana núm. 
23230, por la que se faculta al presidente a derogar o modificar la legislación 
“sobre organización, competencia y funcionamiento de la presidencia de la repúbli-
ca, primer ministro y los ministerios”, es más amplia que una serie de artículos 
especificando qué atribuciones en particular recibe el presidente en relación 
con la reorganización de los ministerios. Tal es el caso de la Ley Habilitante 
venezolana de 1999 que indica qué ministerios se fusionarán o suprimirán.10 
Este supuesto también es adoptado por las investigaciones sobre dele-
gación legislativa a las burocracias. Huber y Shipan (2002, p. 2) señalan que 
los legisladores pueden encarar la delegación siguiendo dos estrategias: por 
9 Por ejemplo, Huber y Shipan (2002) realizan su análisis sobre delegaciones (a la burocracia) 
en materia de Medicaid en Estados Unidos y en materia laboral en países europeos.
10 El artículo 1 de la Ley Habilitante venezolana del 27 de marzo de 1999 dispone: “Se auto-
riza al presidente de la república para que, en Consejo de Ministros […] decrete […]: 1. En el 
Ámbito de la Organización de la Administración Pública Nacional:
a) Reformar la Ley Orgánica de la Administración Central, adoptando las siguientes medidas:
a.1. Fusionar el Ministerio de Justicia con el de Relaciones Interiores; el de la Familia con el del Tra­
bajo, y el de Transporte y Comunicaciones con el del Desarrollo Urbano y modificar la estructura interna de 
todos los ministerios para reducir su dimensión.
a.2. Suprimir el Ministerio de la Secretaría de la Presidencia, sustituyéndolo por la Secretaría de la Presi­
dencia de la República, que será ejercida por el secretario de la Presidencia de la República, de acuerdo con lo 
previsto en el último aparte del artículo 184 de la Constitución de la República, todo ello para reducir 
su dimensión estructural y aumentar su eficiencia y eficacia”. (Las cursivas son nuestras).
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un lado, pueden escribir leyes extensas, con un lenguaje extremadamente 
detallado, a fin de “microadministrar” el proceso de elaboración de políti-
cas. Otra alternativa es escribir leyes vagas, que dejen muchos detalles en 
manos del agente (quien, en consecuencia, recibe mayor autoridad en la 
definición de la política en cuestión). Del mismo modo, Huber et al. (2001, 
p. 337) asumen que “más palabras implican instrucciones más precisas a la 
agencia y, consecuentemente, menos discreción”.
El tercer supuesto es que una mayor extensión del periodo por el cual 
se efectúa la dad implica una mayor delegación. La extensión temporal de 
la delegación no es una preocupación frecuente en la literatura sobre dele-
gación legislativa en general, aun cuando entendemos que el límite tempo-
ral de la delegación es un componente crucial para el caso de las dad. Sin 
embargo, algunos estudios incluyen los constreñimientos temporales de la 
delegación a las burocracias, ya sean límites para que una política se en-
cuentre en efecto o límites temporales a la delegación propiamente dichos 
(llamados sunset clauses, según Huber y Shipan, 2002, p. 238).
Por último, suponemos que la existencia de mecanismos legislativos de 
control de la ejecución de la dad modera la amplitud de la delegación, sin 
embargo, la efectividad de dichos mecanismos depende del control políti-
co que el presidente tenga sobre el poder Legislativo. La idea de que la 
asamblea puede constituirse a sí misma en una “alarma” para controlar la 
delegación ya está presente en las investigaciones (Huber y Shipan, 2002, 
p. 240; McCubbins y Schwartz, 1984, p. 176); sin embargo, aquí incorpora-
mos un elemento fáctico al alcance de ese control formal. Entendemos que 
el control político que el presidente tenga sobre la asamblea puede mode-
rar el alcance de un mecanismo formal de control sobre el uso de las dad, ya 
sea porque potencialmente las preferencias del presidente y de la asam-
blea se encontrarían más alejadas, o porque un mínimo grado de disciplina 
partidaria podría moderar el efectivo control que una comisión legislativa 
realice sobre las actividades del presidente.11 Por similares razones, la crea-
11 La inclusión de esta variable en una métrica destinada a apreciar el alcance de la delegación 
legislativa puede llegar a confundir el nivel de delegación realizado por la asamblea con el nivel de 
delegación que el poder Ejecutivo se arroga. Agradecemos a un dictaminador anónimo por esta 
observación. Sin embargo, entendemos que puede haber una limitación de origen en el alcance 
de la delegación dado que una eventual legislatura “controlada” anticipa que no efectuará el 
control que incorpora en la ley. En ese caso, la incorporación de controles legislativos termina 
siendo una mera enunciación desde su creación, a sabiendas de que no implicará costos para 
ninguna de las partes (habladuría barata o cheap talk).
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ción de un mecanismo de control por una legislatura controlada por el Eje-
cutivo puede ser menos creíble o ser considerado mera habladuría barata o 
cheap talk. Dado que entendemos que esta última decisión puede ser obje-
to de controversia, presentamos dos índices (uno que incorpora el mecanis-
mo de control y otro que no lo incorpora).
Siguiendo la lógica expuesta, el índice de base para medir la amplitud 
de la delegación (Índice de Delegación de Autoridad para emitir Decretos, 
idad) se construye siguiendo la fórmula:






Donde m es el número de materias delegadas y e es la extensión de la ley. 
Esta fracción recoge la intuición de que mayor detalle en la ley reduce la 
amplitud de la dad. Sin embargo, se utiliza la raíz cuadrada de la extensión 
a fin de reducir el rango de variación de e. La extensión de la ley puede in-
dicar número de palabras —tal como lo sugieren Huber et al. (2001, p. 337) 
y Huber y Shipan (2002, p. 56)— o número de artículos. Se proponen dos 
métricas para la extensión en razón de que el índice puede verse afectado por 
variaciones en técnica legislativa. El uso de dos métricas funciona como 
prueba de robustez del índice siempre que la legislación comparada sea 
producida en el mismo idioma.
El resto de la fórmula recoge la trascendencia del ámbito temporal o vi-
gencia de la delegación. tDAD es el tiempo por el cual la asamblea habilita al 
poder Ejecutivo para emitir decretos sobre las materias m. Para facilitar la 
comparación entre países, tDAD se normaliza dividiéndolo por la extensión 
del periodo presidencial establecido en la constitución (tT), medido en la 
misma unidad que el tiempo de delegación.
El idad tiene la ventaja de ser un índice parsimonioso y suficiente para 
el estudio de países que omiten en sus dad un mecanismo de control legis-
lativo de la implementación de las mismas. Tal sería el caso, por ejemplo, 
de un estudio comparativo de las delegaciones realizadas en Perú antes de 
1990. Sin embargo, las dad varían en relación con la creación o no de meca-
nismos legislativos de monitoreo de la implementación de las dad. Para 
incluir el efecto del establecimiento de mecanismos de control de legalidad 
especiales, con el fin de monitorear la producción de decretos por parte del 
Ejecutivo, presentamos un segundo índice: el índice para medir la ampli-
tud de la delegación y su control legislativo (Índice de Delegación de Auto-
208 Política y gobierno volumen xxI  ·  nÚmero 1  ·  I semestre de 2014
Ana Carolina Garriga y Héctor duarte ortiz 
ridad para emitir Decretos y su Control, idadc) el cual se calcula siguiendo 
la siguiente fórmula:




 ) (1– [c * pe]) 
√ei tT
El idadc modera el índice de base al multiplicarlo por uno menos el pro-
ducto de c por pe. En este término, c refleja la existencia de mecanismos 
legislativos especialmente creados para monitorear los decretos emitidos 
en virtud de la dad. En caso de establecerse, por ejemplo, una comisión 
legislativa de seguimiento, c asume el valor de 1. En el caso de no existir 
mecanismos de control especialmente creados por la dad, c = 0 y el idad 
iguala al idadc. La existencia de c reduce la amplitud de la delegación. Sin 
embargo, la reducción potencial de la amplitud de la delegación es función 
del grado de control que el partido del presidente tenga en la asamblea 
(véase Saiegh, 2011, pp. 6, 21).12 Por eso pe recoge la proporción de bancas 
que controla el partido del presidente en la asamblea (sea esta unicameral o 
bicameral), y su rango va de cero a uno. Si bien es cierto que hay otros facto-
res que moderan el alcance del control de una comisión parlamentaria so-
bre la emisión de decretos por parte del presidente (por ejemplo, la 
disciplina partidaria o las preferencias del electo rado), se prefirió una medi-
da menos perfecta pero más objetiva (y más fácil de replicar) del eventual 
control del presidente sobre el poder Le gislativo.13
Entendemos que el idadc debe preferirse al idad cuando se observe 
variación en c en la muestra sobre la que se trabaja.14 Si bien es cierto que la 
existencia de mecanismos de control no garantiza que se realice un control, 
intentamos aproximar la credibilidad del mecanismo de control (c) mode-
rando c con el control que tiene el Ejecutivo sobre la asamblea (pe). Es claro 
12 Saiegh presenta evidencia de cómo las mayorías legislativas facilitan la aprobación de la 
legislación propuesta por el presidente (Saiegh, 2011, p. 87). El autor también señala que la sola 
consideración del apoyo partidario del Ejecutivo es insuficiente, dado que las preferencias del 
principal de los legisladores, su electorado, tienen un efecto sobre cómo votarán sus representan-
tes; sin embargo, dichas preferencias no son observables (Saiegh, 2011, p. 24).
13 No incluimos mecanismos de control judicial porque las dad y los decretos emitidos a su 
amparo están sujetos a los mecanismos de revisión judicial ordinarios. Aun cuando algunas leyes 
mencionan mecanismos de control jurisdiccional, no están creando tribunales especiales ni legi-
timando activamente a sujetos distintos de los legitimados de manera ordinaria.
14 En la próxima sección ilustramos cómo la inclusión de este término hace al índice más 
próximo a las apreciaciones cualitativas de la amplitud de las dad.
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que esta no es una solución perfecta, pero estimamos que es aceptable (y, 
en la práctica, acerca las mediciones de las dad concretas a las apreciaciones 
cualitativas de éstas en la literatura).15
Nótese que la creación del índice implicó cierto grado de compromiso 
entre aspectos de las dad que tienen relevancia o interés teórico y la prác-
tica legislativa (esto es, la información proporcionada por el análisis de con-
tenido de las propias dad). Algunos conceptos cuya inclusión se 
consideraba inicialmente importante debieron dejarse de lado a fin de no 
establecer categorías que no se reflejan en la práctica legislativa o paráme-
tros que no presentan variación significativa (tal sería el caso, por ejemplo, 
de incluir la composición de las comisiones legislativas). Nótese que el 
ajuste de categorías al contenido de leyes que contiene la delegación no 
implica limitar la aplicabilidad del índice que se propone; por el contrario, 
este ajuste nos da cierta confianza de que los parámetros incluidos en la 
elaboración del índice ofrecen una variación sustantiva.
Reglas de codificación
El número de materias m se identifica analizando el contenido de la ley, si-
guiendo el criterio de menor desagregación. Eso implica que la misma ma-
teria no puede contarse en más de una oportunidad por ley. Cabe destacar 
que una misma materia puede estar contenida en varios artículos (por 
ejemplo, distintas reglas de contratación para empleados públicos) y que en 
un artículo pueden contenerse varias materias (véase por ejemplo, el artícu-
lo 1 de la Ley núm. 23230 de Perú). Para un listado que ejemplifica las 
materias, véase el cuadro 1.
Se establece una regla subsidiaria para codificar leyes que deleguen un 
área de política completa: si una ley que se está analizando estipulara que 
se delega la facultad de emitir decretos en materias de administración pú-
15 Teniendo estas apreciaciones en mente, nos remitimos a lo explicado en relación con el 
cuarto supuesto: dado que este término puede ser cuestionado o no adaptarse a las necesidades 
de otros investigadores, ofrecemos dos índices, uno que incluye los mecanismos de control y otro 
que los excluye. Nuestra preferencia se basa en razones teóricas (entendemos que la creación de 
mecanismos de control legislativo es susceptible de limitar el alcance de la dad, sobre todo si es-
tamos incluyendo una valoración de la “independencia” de la asamblea para efectivamente llevar 
adelante dicho control), y se ve reforzada por el resultado que en la práctica produce la inclusión 
del término c (los valores producidos por el idadc se aproximan mejor a las apreciaciones cualita-
tivas de las dad analizadas en la literatura).
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blica, sin matices, esta hipotética ley debe codificarse como incluyendo 
cada una de las políticas incluidas en ese ámbito de política (en este caso, 
correspondería codificar como 1 todas las políticas comprendidas en el ám-
bito de política “A. Administración pública y reforma del Estado” que se 
muestran en el cuadro 1). Este criterio, si bien imperfecto, permite compa-
rar el piso de la delegación de esta hipotética ley con leyes que individua-
lizan políticas en materia de administración pública y reforma del Estado.16 
Nótese sin embargo que algunas leyes que contienen dad pueden conte-
ner al mismo tiempo disposiciones que no implican delegaciones (por 
ejemplo, la ley que contiene la dad puede incluir la suspensión temporaria 
de un régimen de promoción industrial). En ese caso, dichas materias no 
deben contarse, dado que no se trata de delegaciones al poder Ejecutivo.
La extensión e se mide de dos maneras. Primero, e (art) recoge el núme-
ro de todos los artículos contenidos en la ley que recoge la dad, siguiendo 
la numeración de la propia ley. Se incluyen también artículos referidos a la 
entrada en vigor y las disposiciones transitorias. Alternativamente, e (pala­
bras) representa el número de palabras contenidas en la parte dispositiva 
de la ley (en los mismos artículos que se contarían para medir e (art)). Esto 
significa que no se incluyen considerandos, títulos, fechas o firmas.
Finalmente, el periodo por el cual se realiza la delegación (tDAD) y la ex-
tensión del periodo presidencial establecido en la Constitución (tT) se mi-
den en la misma unidad de tiempo. Si la ley faculta al poder Ejecutivo para 
extender el periodo de la delegación, se considera que tDAD iguala el perio-
do máximo posible de la dad sin intervención de la asamblea.17 En caso de 
no fijarse un límite temporal para la delegación en la ley, tDAD iguala el 
tiempo máximo fijado en la Constitución para las dad. En caso de silencio 
en la Constitución, tDAD iguala el tiempo que le queda al presidente en su 
periodo de gobierno.18
16 El valor asignado a esta hipotética ley corre el riesgo de subestimar el alcance de la delega-
ción, pero tiene la ventaja de colocar la ley dentro del rango de varianza de las leyes analizadas. 
17 Por ejemplo, la Ley núm. 23697 de Emergencia Económica (Argentina) delega una serie 
de materias al poder Ejecutivo nacional por 180 días. Sin embargo, el artículo 87 de la misma ley 
establece que “los plazos de ciento ochenta (180) días fijados en esta ley para cada una de las 
medidas específicas dispuestas podrán ser prorrogados por el poder Ejecutivo nacional por una única 
vez y por igual periodo” (cursivas nuestras). Dado que la facultad de prorrogar la dad queda en 
manos del propio presidente, se codifica el plazo de delegación como de doce meses.
18 Aun cuando fijamos estas reglas subsidiarias para codificar la falta de información en la 
propia ley, no hemos encontrado casos que requieran usar las reglas subsidiarias.
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delegación de autoridad para emitir decretos
Por último, para la codificación de pe se utilizaron dos variables de la Da­
ta base of Political Institutions (Beck et al., 2011): gov1_seat, que recoge el nú-
mero de bancas controladas por el partido del presidente en la legislatura, 
dividido por total_seats, que es el número total de bancas en la cámara o las 
cámaras de la asamblea.
Potenciales debilidades de los índices presentados
Los términos incluidos en la construcción de los índices presentados son 
vulnerables frente a críticas. En esta sección analizamos las principales de-
bilidades y justificamos nuestras decisiones.
Un área de potenciales debilidades de los índices presentados gira en 
torno al uso del conteo de las materias delegadas (m) en su construcción. El 
primer asunto es que al recoger el número de materias delegadas, m implíci-
tamente considera que todas las materias delegadas tienen el mismo peso o 
valor. Es cierto que distintas materias tienen distinta repercusión política, 
económica o social. Sin embargo, las dad tienden a incluir solamente mate-
rias de importancia (no se delegan materias de importancia meramente pro-
tocolarias, por ejemplo). Aun cuando los índices sacrifican información 
sobre la potencial relevancia de las materias delegadas, los índices aportan 
parsimonia y comparabilidad a distintas dad, y brindan una base para pos-
teriores análisis más detallados de las delegaciones.
El segundo asunto problemático es el componente subjetivo en la codi-
ficación de m: el codificador debe interpretar la ley para identificar las ma-
terias contenidas en la dad. Esta crítica merece una serie de reflexiones. 
Primero, la codificación de las dad requiere cierto nivel de conocimiento 
sobre la práctica legislativa que es sin embargo menor que el requerido para 
interpretar el contenido global de la legislación y luego efectuar compara-
ciones globales. No obstante, el trabajo de codificación se facilita con el uso 
o construcción de cuadros como el cuadro 1, en el que se enlistan y agrupan 
materias, lo que simplifica la consistencia de la codificación. Asimismo, el 
uso de estos cuadros permite justificar intersubjetivamente y replicar la 
codificación de las leyes. Es posible también que distintos codificadores 
identifiquen diferentes materias. Sin embargo, pruebas realizadas con dis-
tintos codificadores arrojaron poca variación en la codificación de m.19
19 Se sugiere, sin embargo, examinar la confianza de los codificadores en una submuestra de 
leyes. En el caso de las materias codificadas para este trabajo, la correlación entre codificadores 
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Nuestra principal preocupación en torno a la inclusión de e es la posibili-
dad de que una mayor extensión en la ley que otorga poderes al presidente 
no refleje una mayor preocupación del poder Legislativo para limitar los de-
cretos emitidos por el presidente. Es posible que una ley más minuciosa sea 
producto de un proyecto detallado propuesto por el poder Ejecutivo. Sin 
embargo, aun cuando las limitaciones a los decretos que el presidente puede 
emitir tuvieran su origen en la voluntad del propio poder Ejecutivo, ese ma-
yor detalle estaría igualmente limitando el alcance de la delegación.
La inclusión de mecanismos legislativos de control c, normalizado por el 
control que el partido del presidente tiene en la asamblea pe puede criti-
carse por seguir un criterio excesivamente formal. En primer lugar, es evi-
dente que la existencia de mecanismos legislativos de control c no es 
informativa del efectivo control que c aporta. Sin embargo, el índice mide la 
amplitud de la delegación en su origen (al momento de producirse), y no la 
efectividad de la dad o su alcance en la práctica. Para esto último serían re-
levantes cuestiones tales como el efectivo seguimiento de la producción de 
decretos, o el número, naturaleza o incluso constitucionalidad de los decre-
tos amparados en la dad. Entendemos que estas cuestiones exceden el con-
cepto de amplitud de la delegación. Otro argumento para incorporar c, aun 
ante cierto escepticismo respecto del control que efectivamente estas co-
misiones realicen, es que es notable la variación en el contenido de las dad 
en esta dimensión. No todas las dad contienen disposiciones al respecto y 
hay variación en las dad en un mismo país que son próximas en el tiempo.
Por último, entendemos que sería ideal contar con indicadores más pre-
cisos del control del poder Ejecutivo sobre los legisladores de su partido en 
la asamblea. Sin embargo, a falta de indicadores comparables de disciplina 
partidaria entre países y a lo largo del tiempo se prefirió el uso de la propor-
ción de bancas controladas por el partido del presidente por introducir me-
nos elementos subjetivos (y menos “ruido”) en la medición.
Sin duda, los índices son un instrumento útil para el estudio comparati-
vo de delegaciones legislativas (tanto entre países como a lo largo del tiem-
po). Aunque los índices no agotan la riqueza presente en las leyes que 
contienen las dad, que pueden ser objeto de un trabajo cualitativo más de-
tallado, estos índices proporcionan una visión sintética, replicable y compa-
rable de las dad.
fue de 0.85, lo que se encuentra dentro de los márgenes considerados aceptables, siguiendo a 
Lombard et al. (2002). Sin embargo, el número asignado a m tuvo una correlación de 0.92.
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La amplitud de las dad en Argentina, Perú y Venezuela
Con el fin de ilustrar el modo en que los índices aquí presentados reflejan la 
variación existente en la amplitud de las dad, presentamos a continuación 
la codificación de dad producidas en Argentina, Perú y Venezuela. Esta mues-
tra de países no pretende ser representativa del universo de las dad, pero la 
muestra tiene la ventaja de proporcionar variación de marcos constitucionales, 
tipos de gobierno y circunstancias que rodearon la producción de las dad. En 
total examinamos 24 leyes producidas entre 1961 y 2010 (véase apéndice). 
Estas leyes constituyen el total de delegaciones en estos tres países dentro del 
periodo. La identificación de las delegaciones se basó principalmente en el 
estudio de Carey y Shugart (1998) para delegaciones de 1961 a 1998, en 
el trabajo de Garriga y Negri (2012) para las dad entre 1998 y 2010, otras 
fuentes legislativas, como la recopilación publicada por la Asamblea Nacional 
venezolana para el periodo 1961-2000 (República Bolivariana de Venezuela, 
2008), y motores de búsqueda (LexisNexis y Google). Una vez identificadas 
las dad (ya sea por número de ley o por fecha de la delegación), la legislación 
se buscó en los portales en línea de las asambleas de los países estudiados. 
Un rápido examen del uso y contenido de las dad en esta muestra evi-
dencia una gran variación en la frecuencia y alcance de las mismas; por eso, 
como primer paso, se examinaron las restricciones que impone el marco 
constitucional de cada uno de los países. El alcance de las dad difiere signi-
ficativamente entre las constituciones analizadas (véase el cuadro 2). Por 
ejemplo, mientras la Constitución argentina de 1994 limita las materias que 
pueden delegarse a administración o emergencia pública, las constitucio-
nes de Perú y Venezuela dejan las materias a discreción de la asamblea. 
Esta restricción afecta el número de materias que se delegan en Argentina 
en comparación con los otros países, sin embargo, no explica la variación de 
amplitud de delegaciones a lo largo del tiempo en los tres países.
El contenido de las dad
Un análisis preliminar de los textos de las leyes revela una gran variación 
tanto en la forma como en el contenido de las dad, incluso dentro de cada 
uno de los países (véase cuadro 3). Por ejemplo, desde un punto de vista 
formal, mientras las leyes argentinas tienden a ser detalladas y contienen 
habitualmente varias decenas de artículos en promedio, las leyes peruanas 
se caracterizan por su brevedad.
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El análisis de contenido de las leyes también revela una gran heteroge-
neidad en y entre países. Mientras algunas dad intentan hacer frente a 
situaciones extraordinarias, como crisis económicas o políticas, otras habi-
litan al presidente para extender su influencia en una serie de políticas 
que difícilmente puedan considerarse como de carácter urgente o excep-
cional. En relación con las materias delegadas, siguiendo el criterio de 
menor nivel de desagregación, se identificaron 69 materias (véase cuadro 
1). Estas materias se agruparon por área de política, corrigiendo caracte-
rísticas idiosincráticas de cada país (por ejemplo, distintas denominacio-
nes para similares impuestos) a fin de permitir que leyes de distintos 
países que se refieren a la misma materia se enmarquen en la misma ca-
tegoría. Tras eliminar las diferencias de denominación para similares po-
líticas se verificó que las categorías resultantes fueran excluyentes. El 
cuAdRo 3. Características de las dad
País Argentina Perú Venezuela Total
número de las dad 9 5 10 24


















































número de dad con mecanismos 
de control legislativo (c)
7 4 9 18
Promedio del límite temporal 
(tDAD) en meses
16.89 4.40 9.65 8.22











Fuente: Elaboración propia con base en las leyes listadas en el apéndice.
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cuadro 1 también ilustra el número de menciones recibidas (frecuencia) 
y los países en los que se produjeron dichas delegaciones.20
Las leyes también varían en la extensión de la delegación, así como en 
términos de la existencia y alcance de mecanismos de control o segui-
miento de las delegaciones. De las 24 leyes examinadas, 18 enuncian 
mecanismos legislativos de monitoreo de la ejecución de las dad (siete 
leyes argentinas, cuatro venezolanas y nueve peruanas). Esta compleji-
dad se resume de manera significativa mediante la aplicación de los índi-
ces propuestos aquí.
La amplitud de las dad en Argentina, Perú y Venezuela
El cuadro 4 muestra la codificación de cada una de las leyes examinadas. 
Merece resaltarse que la correlación entre los componentes del índice es 
muy baja (<0.29). Por construcción, la correlación más alta entre compo-
nentes e índices es la de m (la correlación de m con idad (art) es 0.86, con 
idad (palabras) es 0.37,21 con idadc (art) es 0.81 y con idad (palabras) es 
0.77). Por otra parte, la correlación entre los índices que utilizan artículos y 
palabras para medir la extensión es alta para idadc (art) con idadc (palabras) 
(de 0.88), pero baja para idad (art) con idad (palabras) (de 0.34). Sin embar-
go, la baja correlación de idad (palabras) con los otros índices es producto de 
una observación atípica (la primera dad argentina).22
En promedio, las dad argentinas han sido las menos amplias, seguidas 
por las peruanas y las venezolanas (véase cuadro 3). Sin embargo, la varia-
ción intrapaíses es sugerente y abre interrogantes sobre las determinantes 
de dicha amplitud. La gráfica 1 ilustra la amplitud de las dad en los casos 
estudiados por países. Nótese que las líneas que conectan las delegaciones 
sólo se incluyen para facilitar la visualización, pero no son indicativas de ni-
veles generales o tendencias.23 Esta serie de gráficas subraya la repercusión 
20 De las 69 materias, nueve sólo recibieron una única mención. Asimismo, 24 materias reci-
bieron una o más menciones en un único país (seis materias delegadas sólo en Argentina, cuatro 
materias delegadas sólo en Perú y14 materias delegadas sólo en Venezuela).
21 Esta correlación es sólo marginal estadísticamente significativa (p<0.10).
22 De excluirse esta observación, la correlación entre idadc (art) e idadc (palabras) es de 0.88 
y entre idad (art) e idad (palabras) de 0.82. Asimismo, la correlación de m con dad (palabras) es de 
0.73 y con idadc (palabras) de 0.77, mientras que las correlaciones de m con idad (art) e idadc 
(art) es de 0.87 y 0.81, respectivamente.
23 Con el fin de facilitar la visualización, no se presentan en esta figura los índices basados en 
el número de palabras, que sí aparecen en las figuras siguientes.
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de tomar en cuenta la existencia de mecanismos legislativos de control en 
el cálculo del índice. Asimismo, pone de manifiesto la variación a lo largo 
del tiempo en las dad de cada país.
Merece señalarse que los puntajes que otorgan los índices a las dad su-
giere la validez aparente (en inglés, face valididty) de los índices presenta-
dos. Aun sin ponderar el impacto relativo de las materias delegadas, los 
cuAdRo 4. Codificación de las dad
País Año idadart idadpal idadcart idadcpal
Argentina 1989 1.116 2.379 0.602 0.055
1989 2.166 0.192 1.168 0.104
1996 0.864 0.082 0.403 0.038
1999 3.913 0.477 3.913 0.477
2001 2.458 0.193 1.244 0.098
2002 3.469 0.326 1.903 0.179
2003 1.556 0.169 1.556 0.169
2004 1.186 0.035 0.537 0.016
2009 1.186 0.136 0.637 0.073
Perú 1968 8.267 0.601 4.960 0.361
1968 4.467 0.330 2.680 0.198
1980 13.337 1.427 6.446 0.690
1991 4.333 0.376 4.333 0.376
2001 1.461 0.183 0.828 0.104
venezuela 1961 2.721 0.223 1.388 0.114
1974 4.174 0.420 1.957 0.197
1984 7.200 0.313 3.196 0.139
1993 3.628 0.222 1.877 0.115
1994 2.935 0.209 2.197 0.157
1998 5.326 0.465 3.988 0.348
1999 9.958 0.229 9.958 0.229
2000 6.783 0.250 5.005 0.185
2007 18.125 0.984 18.125 0.984
2010 13.750 0.746 13.750 0.746
Fuente: Elaboración propia con base en las leyes listadas en el apéndice.
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gRÁfIcA 1. Comparación de índices por países























































































































































































224 Política y gobierno volumen xxI  ·  nÚmero 1  ·  I semestre de 2014
Ana Carolina Garriga y Héctor duarte ortiz 
índices reflejan que las delegaciones más amplias fueron las de los años 
1999 y 2002 en Argentina, la de 1980 en Perú, y las dad producidas en Ve-
nezuela bajo los gobiernos de Hugo Chávez.
Las gráficas 2 y 3 comparan las dad de los tres países. Nuevamente, el 
eje temporal no pretende indicar una tendencia, sino simplemente ubicar 
las distintas dad. Estas figuras reflejan la mayor contribución de los índices 
aquí presentados, que es la posibilidad de permitir comparaciones no sólo 
entre las dad producidas en un país sino también entre países. Aquí puede 
gRÁfIcA 2. Comparación de idad (artículos y palabras) entre países
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observarse el efecto moderador de los mecanismos legislativos de control 
en casos de gobierno dividido (tal es el caso de Perú pre-Fujimori), y la es-
casa trascendencia de mecanismos de control (o su ausencia) en las dad 
venezolanas bajo los gobiernos de Chávez.


































































































































Fuente: Elaboración propia con base en la legislación listada en el apéndice.
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La gráfica 3 reproduce la gráfica 2, pero mide la extensión de la dad 
usando el número de palabras. En esta gráfica se hace evidente la presencia 
del caso anómalo de la Ley argentina núm. 23.696 de 1989. Fuera de esta 
principal anomalía, los índices construidos con base en palabras pueden 
servir como un instrumento para pruebas de robustez.
conclusiones
Este artículo presenta un nuevo instrumento para medir la amplitud de 
las delegaciones de autoridad para emitir decretos que realizan las asam-
bleas en favor de los presidentes. Aun cuando el nivel general de ampli-
tud de las dad parece estar muy influido por el marco constitucional, la 
variación temporal y entre países sugiere que sólo las constituciones son 
insuficientes para predecir cuántas facultades se delegan a los presiden-
tes. Las cuatro variantes de este índice proporcionan una métrica objeti-
va y replicable de las dad que permiten la comparación de la amplitud de 
las mismas, tanto a lo largo del tiempo como entre países. Una de las 
grandes ventajas de estos índices es la posibilidad de replicar la codifica-
ción y liberarse de consideraciones únicamente subjetivas sobre el alcan-
ce de las dad.
La contribución de este artículo no se limita a la presentación de los ín-
dices. Al aplicar los índices para codificar las dad producidas en Argentina, 
Perú y Venezuela, este artículo proporciona información útil que, entende-
mos, facilitará la realización de ulteriores estudios sobre el uso de los pode-
res legislativos del presidente (y de las propias asambleas) en el periodo 
analizado. Entendemos que estos índices permitirán avanzar en el estudio 
comparativo de los presidencialismos, en particular, sobre la extensión y 
uso de los poderes legislativos del presidente o las relaciones entre el Eje-
cutivo y el Legislativo, pero también contribuirán de modo más general al 
estudio de los procesos de democratización. Pg
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Apéndice: Listado de las dad codificadas
Argentina 
•	 Ley núm. 23.696 del 18 de agosto de 1989.
•	 Ley núm. 23.697 del 25 de septiembre de 1989.
•	 Ley núm. 24.629 del 3 de agosto de 1996.
•	 Ley núm. 25.148 del 23 de agosto de 1999.
•	 Ley núm. 25.414 del 29 de marzo de 2001.
•	 Ley núm. 25.561 del 6 de enero de 2002.
•	 Ley núm. 25. 820 del 2 de diciembre de 2003.
•	 Ley núm. 25.967 del 24 de noviembre de 2004.
•	 Ley núm. 26.519 del 24 de agosto de 2009.
Perú
•	 Ley núm. 16701 del 31 de octubre de 1967.
•	 Ley núm. 17044 del 20 de junio de 1968.
•	 Ley núm. 23230 del 15 de diciembre de 1980.
•	 Ley núm. 25327 del 3 de junio de 1991.
•	 Ley núm. 27434 del 9 de marzo de 2001.
venezuela
•	 Ley de Medidas Económicas de Urgencia del 29 de enero de 1961.
•	 Ley Orgánica que Autoriza al Presidente de la República para Dictar 
Medidas Extraordinarias en Materia Económica y Financiera del 31 de 
mayo de 1974.
•	 Ley Orgánica que autoriza al Presidente de la República para adoptar 
Medidas Económicas o Financieras Requeridas por el Interés Público 
del 22 de junio de 1984.
•	 Ley que autoriza al Presidente de la República para Dictar Medidas 
Extraordinarias en Materia Económica y Financiera del 23 de agosto de 
1993.
•	 Ley Orgánica que Autoriza al Presidente de la República para Dictar 
Medidas Extraordinarias en Materia Económica y Financiera del 18 de 
abril de 1994.
•	 Ley que Autoriza al Presidente de la República para Dictar Medidas 
Extraordinarias en Materia Económica y Financiera del 3 de septiem-
bre de 1998.
•	 Ley Orgánica que Autoriza al Presidente de la República para Dictar 
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Medidas Extraordinarias en Materia Económica y Financiera Requeri-
das por el Interés Público del 24 de abril de 1999.
•	 Ley Habilitante del 13 de noviembre de 2000.
•	 Ley que Autoriza al Presidente de la República para Dictar Decretos 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las Materias que se Delegan del 31 
de enero de 2007.
•	 Ley que Autoriza al Presidente de la República para Dictar Decretos 
con Rango, Valor y Fuerza de Ley en las Materias que se Delegan del 17 
de diciembre de 2010.
